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Hago saber a Ud- que en el Expte Nro. 13560 / 2020 caratulado:
LOPEZ, MARIA CRISTINA Y OTROS c/ ACUARIO S.R.L. s/ACCION DE AMPARO
en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:

EXPEDIENTE Nº 13560/2020 - “LOPEZ, MARIA CRISTINA Y OTROS c/ ACUARIO S.R.L. s/ACCION DE AMPARO”

Buenos Aires, 26 de noviembre de 2020. - MO

VISTOS:
Estas actuaciones, de las que resulta:
a) Se presentan MARÍA CRISTINA LOPEZ, JESICA BELÉN TAPIA, REINALDA CABRERA MOREL, SOLEDAD RODRIGUEZ, 
AMANDA ERMELINDA LIENDRO, AZUCENA NAVARRO, MICAELA YANET MERAS, ROSALBA ELENA RIOS Y MARÍA NÉLIDA 
LOPEZ e inician demanda a los fines de requerir el pago de haberes correspondientes a los meses de abril, mayo, junio y 
al S.A.C. proporcional al primer semestre del año en curso mas el resto de salarios que se devenguen en lo sucesivo 
durante la vigencia de las medidas sanitarias de aislamiento social, preventivo y obligatorio para evitar la propagación 
de la enfermedad COVID – 19 en el marco de los D.N.U. 297/2020, 329/2020 y 487/2020. Asimismo, solicitan el dictado 
de una medida cautelar innovativa que ordene a la empleadora ACUARIO S.R.L., el cese de los descuentos salariales de 
los que fueron objeto y les abone en forma completa su remuneración mensual y habitual.
Describen que prestan tareas como mucamas a favor de la demandada, tratándose de un albergue transitorio situado 
en Av. Brasil 1777, de esta ciudad, y que desde el mes de marzo del corriente no han recibido los recibos de sueldo 
correspondientes, se les han reducido los haberes correspondientes a los meses de abril y mayo, y se les adeuda el mes 
de junio con el S.A.C. correspondiente al primer semestre de 2020.
Alegan que la empleadora entendió que la obligación de abonar tales salarios se encontraba en cabeza del Gobierno 
Nacional y que tomó como referencia para el pago que estaba a su cargo el básico determinado por convenio colectivo, 
abonando –en el mejor de los casos- solamente el 50% de la remuneración. 
Explican que en el mes de abril han percibido la suma de $21.131 de los cuales abonó casi totalmente el Estado 
Nacional, siendo pagada la diferencia por su empleadora, mientras que en el mes de mayo solamente percibieron la 
suma a cargo del Estado y en el mes de junio ya no percibieron remuneración alguna, motivo que las llevó a formular 
las intimaciones de pago correspondientes (v. copia de telegramas agregados digitalmente el 18/8/2020 en parte 2 y 4 
de 10), sin haber obtenido respuesta alguna.
Solicitan que se calculen las sumas –a las que eventualmente se haga lugar- de acuerdo con aquellos salarios que la 
empleadora debió efectuar ante A.F.I.P. ante el pedido del A.T.P., considerando que si el Estado abonó el 50% la 
empleadora debió haber abonado el restante 50% que no ocurrió y estima que serán por un total de $150.000 para el  
mes de abril y $160.000 para el mes de mayo, mas todos los salarios que se devenguen mientras dure el A.S.P.O., 
siempre que no se modifiquen sus condiciones laborales.
Fundan su reclamo en la normativa laboral y en el marco legal brindado por el contexto de emergencia pública y 
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emergencia sanitaria, así como en el art. 1710 y ss. del C.C.C.
Requieren que la medida cautelar innovativa ordene la inmediata restitución de condiciones salariales en los términos 
del art. 230 C.P.C.C., y abone las sumas adeudadas tomando como parámetro la remuneración abonada en el mes de 
febrero 2020 (v. recibos acompañados en parte 8 y 9 de 10) considerando la falta de respuesta a las intimaciones ya 
referidas, que la verosimilitud en el derecho surge de la documental aportada y se constata sumariamente de los 
indicios y presunciones que surgen de la misma, que se encuentra acreditado que 1) no existe otro remedio cautelar 
para impedir que se torne ilusoria, ineficaz o de ejecución imposible una resolución favorable; y que 2) se ha acreditado 
sumariamente la verosimilitud en el derecho y el peligro en la demora donde no deben aplicarse reglas estrictas.
Aclaran que mientras el objeto de la medida cautelar es la reinstalación provisoria de la identidad de los salarios, el  
correspondiente a la cuestión de fondo es la declaración de la nulidad de los descuentos condenando a la demandada 
por práctica desleal y daño moral
b) Con fecha 20/8/2020 el Sr. Representante del Ministerio Público fiscal se expidió mediante el dictamen agregado a 
este expediente digital, recordando que “cuando el objeto de la cautela coincide con el objeto final del juicio, es 
necesaria una “verosimilitud del derecho calificada”, esto es, superior en su valoración a la que exigen las medidas 
cautelares usuales, y del mismo modo "el peligro en la demora", debería evidenciarse en la causa de modo superlativo, 
previéndose que en caso de no admitirse la cautela intentada, la ejecución de la potencial sentencia de condena 
pudiese tornarse ineficaz o bien de imposible cumplimiento”.
c) Producido el dictamen, y la prueba producida en el marco de la medida cautelar requerida, quedan los autos para 
resolver la misma, sin dejar de señalar que el suscripto es competente para entender en esta causa (arts. 20/21 y 24 de 
la ley 18.345)

Y CONSIDERANDO:
I. En autos se ha podido comprobar la verosimilitud de todos los hechos expuestos en el escrito inicial, gracias a una 
paciente y exhaustiva labor probatoria de la representación letrada de la parte actora. Destaco esa labor porque cierto 
sector de la abogacía confunde rapidez con eficacia, siendo necesario un esfuerzo para evitar nulidades futuras y con 
ello la falta de efectividad de una medida cautelar que se dictará sin oír a la contraparte y, por lo tanto, debiendo tener 
muy presente los límites que delimita el art. 18 de la CN.
Prueba AFIP: El 25/8/2020 se agregó el informe de AFIP sólo de Lopez Nelida, Rios, Meras, Navarro, Liendro, Rodríguez 
y Tapia. En el día de la fecha se agregó el informe correspondiente a Lopez Cristina y Cabrera Morel. De estos informes 
surge la merma en la declaración de remuneraciones. 
Entidades bancarias: 
El 9/9/2020 Santander Rio informó 2 depósitos de la demandada en cuenta de Ríos, Rosalba Elena (Agosto y 
septiembre por $4.260). 
El 9/9/2020 Banco de la Provincia informó sobre 2 depósitos de la demandada a López María Nélida por 4.000 y 4.260. 
en agosto y septiembre, a Jesica Belén Tapia mismos meses por $4.260 y Micaela Yanet Meras por $8.810 cada una 
también en agosto y septiembre. Todas las cuentas fueron abiertas el 26/4/2020. 
El16/9/2020 Banco Hipotecario informó que no hubo depósitos en el periodo requerido a favor de López María Cristina. 

El 23/9/2020 Banco HSBC informó sobre depósitos a Soledad Rodríguez el 26/3 $20.000, el 1/7 por $4.150 y el 2/8 por 
$4.260. 
El 25/9/2020 Banco Ciudad informó que en la cuenta de Cabrera Morel, no figuran depósitos de haberes, si de ATP 
Gobierno nacional de 6/5 y 10/6 por casi 18 mil y 17 mil pesos. 
El 25/9/2020 y 30/9/2020 Banco Supervielle informa dos pagos por parte del empleador a favor de la actora Liendro en 
agosto y septiembre por $4.260. y figuran los pagos de ATP a cargo del Gobierno Nacional también por casi 17 mil  
pesos. 
El 30/9/2020 y 2/10/2020 BBVA informó sobre dos pagos de ATP a cargo del Gobierno por $19.000 pesos 
aproximadamente y un solo depósito en agosto por $4.260 hecho por la empleadora. 
II. Se encuentra reunido el requisito de verosimilitud que exige la norma ritual, dado que está demostrado que las 
remuneraciones no fueron satisfechas.
El DNU 297/2020 (y sus prórrogas), que dispuso el “aislamiento social, preventivo y obligatorio” no incluyó la actividad 
de la demandada entre las habilitadas para cumplir su explotación (ver artículo 6°). Aún sin poder llevar adelante la 
explotación, la norma le puso una responsabilidad sanitaria en el interés de toda la comunidad, consistente garantizarle  
el derecho al goce íntegro de sus ingresos habituales a sus trabajadoras (artículo 8°) de modo tal de evitar la circulación 
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de éstas en procura de alguna fuente de ingreso alimentario. Tal como surge de la investigación preliminar ordenada 
por el suscripto, la accionada no habría cumplido debidamente con esta obligación. 
El peligro en la demora es evidente y puede presumirse, toda vez que la remuneración posee innegables características 
alimentarias, máxime en tiempos de emergencia y asilamiento. 
III. En el proceso de ejecución de la medida se producirá el debate sobre los haberes adeudados, debiendo saber la 
empleadora que los salarios caídos deberán liquidarse en función del criterio de “normalidad próxima”, es decir, según 
la última percibida en forma completa por cada trabajadora. Al importe total bruto deberá deducirse lo depositado por 
ANSeS en concepto de ATP. Esta manda comprenderá los salarios devengados en el período reclamado, con más los 
devengados durante la tramitación del presente y hasta tanto la actividad de la demandada reciba autorización para 
reiniciar su explotación.
Sobre los conceptos remuneratorios deberán deducirse los aportes personales y adicionarse las contribuciones 
patronales, con destino a los subsistemas de la seguridad social a cargo de la demandada, debiendo acreditarse en 
autos su cancelación, con la agregación de los comprobantes de los respectivos depósitos en las cuentas específicas 
(acordada 361/52 de fecha 23/07/1952 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo). 
Como excepción, tratándose de salarios, el monto de condena podrá ser depositado directamente en la cuenta sueldo 
de cada actora, dado que la transferencia bancaria asegura la finalidad tuitiva del art. 277 LCT y economiza 10 días de 
trámites entre depósito, pedido de cheque y cargado de giro electrónico. Esta excepción se funda en que a la época del 
dictado de la norma de referencia no existía este mecanismo que garantiza el cobro por la titular de la cuenta sueldo. 
En caso de controversia sobre los importes devengados, la liquidación deberá presentarse al expediente y someterse a 
aprobación judicial, debiendo cargar con las costas del incidente quien lo perdiera. La empleadora deberá depositar los 
importes que su liquidación arroje, sin esperar a la resolución del posible incidente de determinación de deuda. 
Las sumas indicadas devengarán los intereses previstos en el ACTA Nº 2658 (del 8/11/2017) de la Excma. Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo, a calcular desde la fecha en que son debidas y hasta el momento de su efectivo 
pago.
IV. Las costas del juicio se imponen a la demandada pues, en atención al resultado del litigio, no encuentro mérito para 
dejar de aplicar el principio objetivo de la derrota que establece el art. 68, primera parte, del C.P.C.C.N. 
Con relación a la regulación de honorarios, se tendrá en cuenta la importancia y el mérito de la labor desarrollada, así  
como su influencia en el resultado del litigio y, de corresponder, deberá adicionarse el porcentual de I.V.A., denunciado 
que adicionarse el porcentual de I.V.A., denunciado que sea el Nro. de C.U.I.T. y la situación de inscripción ante el I.V.A. 
por los profesionales. (Criterio impuesto por la C.S.J.N. en C.181 - XXIV - 16.6.93 en autos "CIA. GRAL DE COMBUSTIBLES 
S.A. S/RECURSO DE APELACION").
Por lo discurrido y citas legales vertidas, RESUELVO: 1) Hacer lugar a la medida cautelar peticionada por MARÍA 
CRISTINA LOPEZ, JESICA BELÉN TAPIA, REINALDA CABRERA MOREL, SOLEDAD RODRIGUEZ, AMANDA ERMELINDA 
LIENDRO, AZUCENA NAVARRO, MICAELA YANET MERAS, ROSALBA ELENA RIOS Y MARÍA NÉLIDA LOPEZ y condenar, en 
consecuencia, a ACUARIO S.R.L. a pagarle los haberes caídos reclamados, con más los intereses fijados en el capítulo III,  
aportes y contribuciones con destino a la Seguridad Social. 2) Costas a la demandada (cfr. art. 68 del C.P.C.C.N.). 3)  
Regulo los honorarios del patrocinio de la parte actora en 25 UMA (cf. Art 19 Ley 27.423 y Acordada 2/2020 CSJN). 4)  
Cópiese, regístrese y notifíquese a la parte actora y al Sr. Fiscal por sist. notif. electr. y a la demandada en el domicilio 
real denunciado, por cédula (art. 49 LO, último párrafo). 
 

Raúl Horacio Ojeda
    Juez Nacional

En la fecha que surge del sistema informático, se efectuaron notificaciones electrónicas de la resolución que antecede, 
a la parte actora y al Sr. Representante del Ministerio Público Fiscal. Conste.-

Marisa N. Ortiz
                   Prosecretaria Administrativa

Queda Ud. legalmente notificado
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